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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS PARTES 
INTERVINIENTES EN PROCEDIMIENTO 
 

Hechos. 
Mediante escrito, de fecha 11 de julio de 2016, la señora Gloria Pumayali Ormeño 

interpuso denuncia en contra de la empresa Pandero por presunta infracción a los 

artículos 18° y 19° de la Ley Nº 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor 

(en adelante, el Código), señalando lo siguiente:  

 

a) El 28 de junio de 2014, celebró un Contrato de Administración de Fondos 

Colectivos con Pandero para la adjudicación de un certificado de compra por un 

valor de US$ 15,000.00, pagando una cuota de inscripción de US$ 1,062.00; 

comprometiéndose a pagar una cuota mensual de US$ 250,00; 

  

b) El 27 de mayo de 2016, se acogió a la opción de adjudicación por remate, y se le 

otorgó un certificado de compra por US$ 15,000.00; y recurrió a Automotores 

Gildemeister (en adelante Gildemeister), proveedora de los vehículos que ofrece 

Pandero, para que le informen la cotización del vehículo marca Hyundai, modelo 

New Elantra AD GL 1.6 AT FULL, modelo 2017, año de fabricación 2016; los 

cuales le proporcionaron la Cotización N° 1585457 el 31 de mayo de 2016, 

indicándole que el costo del vehículo era de US$ 20,990.00;  

 

c) Ante ello, y amparándose de la Cláusula 6.3 del Contrato del Programa Pandero 

A4 N° A-016510, comunicó a Pandero su intención de adquirir el vehículo que le 

habría cotizado Gildemeister;  

 

d) Mediante correo electrónico del 8 de junio de 2016, el denunciado le comunicó 

que el precio del referido vehículo era de US$ 21,800,00, siendo un precio mayor 

al precio de lista que ofrece Gildemeister;  

 

e) Por lo que requirió al proveedor denunciado que le explique la diferencia de 

precios, considerando que el precio obtenido por su persona y el de Pandero eran 

del mismo proveedor;  

 

f) Hasta la fecha, Pandero no ha cumplido con atender la carta notarial que le fue 

cursada el 10 de junio de 2016, en la cual solicitó que se inicie el trámite 



correspondiente para direccionar el certificado de compra del vehículo a la 

empresa Gildemeister. La señora Pumayali solicitó, en calidad de medida 

correctiva, que se ordene a Pandero considerar el precio cotizado por el proveedor 

del vehículo marca Hyundai, modelo New Elantra (US$ 20,990.00). Asimismo, 

solicitó el pago de las costas y costos. 

 

La denuncia debe contar con los siguientes requisitos, de conformidad con lo 

establecido en la Ley de Procedimiento Administrativo General N° 27444, la cual, en su 

artículo 113º nos describe que todo escrito que se presente ante cualquier entidad debe 

contener lo siguiente: 1. Nombres y apellidos completos, domicilio y número de 

Documento Nacional de Identidad o carné de extranjería del administrado, y en su caso, 

la calidad de representante y de la persona a quien represente; 2. La expresión concreta 

de lo pedido, los fundamentos de hecho que lo apoye y, cuando le sea posible, los de 

derecho; 3. Lugar, fecha, firma o huella digital, en caso de no saber firmar o estar 

impedido; 4. La indicación del órgano, la entidad o la autoridad a la cual es dirigida, 

entendiéndose por tal, en lo posible, a la autoridad de grado más cercano al usuario, 

según la jerarquía, con competencia para conocerlo y resolverlo; 5. La dirección del 

lugar donde se desea recibir las notificaciones del procedimiento, cuando sea diferente 

al domicilio real expuesto en virtud del numeral 1. Este señalamiento de domicilio surte 

sus efectos desde su indicación y es presumido subsistente, mientras no sea 

comunicado expresamente su cambio; 6. La relación de los documentos y anexos que 

acompaña, indicados en el TUPA; y 7. La identificación del expediente de la materia, 

tratándose de procedimientos ya iniciados. 

 

Admisión a trámite de la denuncia. 
 
Mediante Resolución Nº 01 la Secretaría Técnica de la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 2 resolvió admitir a trámite la denuncia interpuesta por la señora Gloria 

Pumayali Ormeño e imputó a Pandero S.A. EAFC la presunta infracción de los artículos 

18° y 19 ° del Código, debido a que el hecho referido a que Pandero habría valorizado 

a la denunciante el automóvil marca Hyundai, modelo NEW ELANTRA AD GL 1.6 AT 

FULL, modelo 2017, fabricación 2016, en un precio de US$ 21,800.00, pese a que el 

mismo concesionario de vehículos que ofrece Pandero lo valorizó en un precio menor 

(US$ 20,990.00) y no habría cumplido con atender la solicitud de gestión cursada por la 

denunciante mediante carta notarial del 10 de junio de 2016, a través de la cual solicitó 



se inicie el trámite correspondiente para direccionar el certificado de compra del vehículo 

al concesionario.  

 

Asimismo, requirió a Pandero S.A. EAFC, lo siguiente:  

 

a) Presentar documentos que acrediten su inscripción en los Registros Públicos.  

 

b) Presentar las facultades de representación de su representante legal en el 

procedimiento; 

 

c) Señalar Número de Registro Único de Contribuyentes (RUC);   

 

d) Presentar Comprobante de Información Registrada y/o documentos que acrediten 

su inscripción en la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria – 

SUNAT;  

 

e) Fijar domicilio procesal para el procedimiento, de conformidad con el literal 1 del 

artículo 442° del Código Procesal Civil; y,  

 

f) En caso califique como microempresa o pequeña empresa, presentar los 

documentos que acrediten su volumen de ventas o ingresos brutos percibidos el 

año anterior relativo a todas sus actividades económicas y el número de 

trabajadores con el que cuenta. 

 
 

Adicionalmente, le otorgó un plazo de cinco días hábiles para que presente sus 

descargos.  

 

Una vez formulada la denuncia (la puede interponer un competidor, un consumidor o un 

tercero afectado) le corresponde a la Secretaria Técnica de la Comisión de Protección 

al Consumidor verificar las formalidades establecidas en el TUPA del INDECOPI y los 

requisitos establecidos en el artículo 29° del Decreto Legislativo N° 1044. Satisfechos 

estos requisitos debe pronunciarse por la admisión de la denuncia, así como formular 

cargos con su respectiva tipificación. 

 

Descargos y otras solicitudes. 
 



Con fecha 23 de agosto de 2016, en sus descargos, la empresa denunciada sostuvo lo 

siguiente:  

 

a) La denunciante suscribió el Contrato del Programa Pandero – A4 N° A – 016510 

(Contrato Colectivo N° 353-169-17) con la finalidad de adquirir un certificado de 

compra por la suma de US$ 15 000,00. 

 

b) El Contrato del Programa Pandero suscrito entre las partes, estipula en sus 

condiciones generales que la aplicación del Certificado de Compra está destinada 

a adquirir del proveedor un vehículo nuevo de la marca que el distribuya, 

precisándose que el proveedor establecido en el contrato es Pandero. 

 

c) De igual forma, en la Cartilla para el Asociado se explicó el sistema de Fondos 

Colectivos con proveedor determinado, cuyo objeto era adjudicar el derecho a un 

importe que será utilizado exclusivamente para adquirir el bien materia del 

Contrato, con un proveedor determinado por la administradora, siendo en este 

caso el proveedor Pandero;  

 

d) La denunciante mencionó que acudió al local de la empresa Gildemeister, 

proveedora de vehículos de Pandero, el cual le entregó una cotización en la que 

se señaló que el precio del vehículo marca HYUNDAI, modelo NEW ELANTRA 

AD GL 1.6 AT FULL, modelo 2017, fabricación 2016, era de US$ 20 990,00; sin 

embargo, Pandero le habría informado que el precio era de US$ 21 800,00, lo 

anterior se debía a que la empresa Pandero era quien fijaba el precio final de 

venta, conforme la lista oficial de precios proporcionada por el representante oficial 

de la marca del vehículo.  

 

e) Por otro lado, respecto a la solicitud de gestión cursada por carta notarial el 10 de 

junio de 2016 por la denunciante, la misma fue atendida por el área legal, mediante 

carta notarial N° 75422, de fecha 21 de junio de 2016. 

 

El principio del debido procedimiento administrativo nos indica que los administrados 

gozan de todos los derechos y garantías, entre los cuales se destacan: el derecho a 

exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas, al contradictorio y a obtener una 

decisión motivada y fundada en derecho. 

 



Resolución Final N° 293-2017, de la Comisión de Protección al Consumidor N° 2. 
Mediante Resolución N° 293-2017/CC2, de fecha 24 de febrero de 2017, la Comisión 

de Protección al Consumidor N° 2 emitió el siguiente pronunciamiento: (i) DECLINAR 
LA COMPETENCIA de la Comisión de Protección al Consumidor N° 2 del Indecopi para 

conocer el procedimiento iniciado por la señora Gloria Pumayali Ormeño en contra de 

Pandero S.A. EAFC; y, (ii) REMITIR EL EXPEDIENTE Nº 816-2016/CC2 a la Comisión 

de Protección al Consumidor N° 1, a fin de que adopte las acciones pertinentes en el 

ámbito de su competencia.  

 

Los fundamentos de dicha Resolución fueron los siguientes: 

 

• De conformidad con lo dispuesto por la Resolución de la Presidencia del Consejo 

Directivo del INDECOPI N° 027-2013-INDECOPI/COD, de fecha 5 de febrero de 

2013, la Comisión de Protección al Consumidor N° 1 es competente para 

procedimientos e investigaciones que versen sobre: (i) servicios bancarios y 

financieros, (ii) mercados de valores en tanto se refiera a inversiones que califican 

como consumidores, (iii) sistema de pensiones, (iv) planes de salud, (v) servicios 

de salud humana; y, (vi) seguros incluido el Seguro Obligatorio por Accidentes de 

Tránsito (SOAT) y Certificado contra Accidentes de Tránsito (CAT). 

 

• En consecuencia, se aprecia que la denuncia interpuesta por la señora Gloria 

Pumayali, se originó en el marco de la celebración del contrato de fondos 

colectivos suscrito entre la denunciante y Pandero, regulado por la 

Superintendencia de Mercado de Valores, lo cual se configura como un supuesto 

cuya materia es de competencia de la Comisión de Protección al Consumidor N°1. 

 

Posteriormente, teniendo en consideración lo indicado en la  Resolución de la Comisión 

de Protección al Consumidor N° 2, con fecha 18 de abril de 2017, la Secretaría Técnica 

de la Comisión de Protección al Consumidor N° 1, resolvió admitir a trámite la denuncia 

interpuesta por la señora Gloria Pumayali Ormeño e imputó a Pandero S.A. EAFC la 

presunta infracción de los artículos 18° y 19 ° del Código, debido a que el hecho referido 

a que Pandero habría valorizado a la denunciante el automóvil marca Hyundai, modelo 

NEW ELANTRA AD GL 1.6 AT FULL, modelo 2017, fabricación 2016 en un precio de 

US$ 21,800.00, pese a que el mismo concesionario de vehículos que ofrece Pandero lo 

valorizó en un precio menor (US$ 20,990.00), y no habría cumplido con atender la 

solicitud de gestión cursada por la denunciante mediante carta notarial del 10 de junio 



de 2016, a través de la cual solicitó se inicie el trámite correspondiente para direccionar 

el certificado de compra del vehículo al concesionario.  

 

Asimismo, requirió a Pandero S.A. EAFC, los mismos documentos solicitados 

previamente por la Comisión de Protección al Consumidor N° 2 a través de la Resolución 

N° 01 y le otorgó el plazo de cinco días hábiles para que presente sus descargos.  

 

Con fecha 03 de mayo de 2017, Pandero presentó nuevamente sus descargos, 

reiterando sus alegatos de defensa. Asimismo, la señora Pumayali Ormeño, mediante 

escrito, de fecha 12 de julio de 2017, absolvió los descargos formulados por la 

denunciada, señalando principalmente, lo siguiente: (i) en la cartilla para el asociado se 

habla de la administradora y no del proveedor; (ii) Gildemeister es el representante 

oficial de la marca HYUNDAI en el Perú y no Pandero; (iii) no le entregaron la copia de 

la Cartilla de Información Relevante-Pandero, solo le entregaron la copia del contrato y 

la cartilla para el asociado. 

 

Resolución Final N° 2500-2017, de la Comisión de Protección al Consumidor N° 1. 
Mediante Resolución N° 2500-2017/CC1, de fecha 15 de septiembre de 2017, la 

Comisión de Protección al Consumidor N° 1, emitió el siguiente pronunciamiento: (i) 

DECLARÓ INFUNDADA la denuncia interpuesta por la señora Gloria Pumayali Ormeño 

en contra de Pandero S.A. EAFC, por presunta infracción a los artículos 18° y 19° de la 

Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor, al considerar que no quedó 

acreditado que la denunciada valorizó el vehículo que pretendía adquirir la denunciante 

a un precio mayor al cotizado por Gildemeister; (ii) DECLARÓ INFUNDADA la denuncia 

interpuesta por la señora Gloria Pumayali Ormeño contra Pandero S.A. EAFC, por 

presunta infracción a los artículos 18° y 19° de la Ley 29571, Código de Protección y 

Defensa del Consumidor, al considerar que la denunciada cumplió con atender la 

solicitud formulada por la denunciante el 10 de junio de 2016; y, (iii) DENEGAR LAS 
MEDIDAS CORRECTIVAS solicitadas, así como el pago de las costas y costos del 

procedimiento planteada por la señora Gloria Pumayali Ormeño.  

 

Los fundamentos de dicha Resolución fueron los siguientes: 

• De los medios probatorios ofrecidos por ambas partes, se desprende que (i) el 

precio de los vehículos que distribuye Pandero son de acuerdo a la lista oficial de 

venta al público que fija el representante oficial de la marca del vehículo en el 

Perú; (ii) el asociado conoce y acepta que los vehículos que se encuentran sujetos 



a la variación de precios que disponga el representante oficial de la marca en el 

Perú; y (iii) la denunciante conocía el funcionamiento del sistema de Fondos 

Colectivos y el trámite a seguir para la adquisición de un vehículo. En 

consecuencia, la denunciante tenía conocimiento de cada una de las condiciones 

estipuladas en el contrato y que el precio de los mismos no correspondía a un 

precio del mercado. 

 

• Se aprecia que, en la carta de respuesta por parte de Pandero, carta notarial 

N°75422 de fecha 21 de junio de 2016, se le explica a la denunciante los motivos 

por los cuales no podían vender el vehículo a un precio distinto al ofrecido. 

 

Sobre el particular, con fecha 16 de octubre de 2017, la señora Gloria Pumayali Ormeño 

interpuso recurso de apelación en contra de la Resolución Final N° 2500-2017/CC1, 

reiterando lo expuesto en su denuncia y agregando lo siguiente:  

 

(i) Contrariamente a lo señalado por la Comisión, Pandero no se encontraba facultada 

de fijar el precio final de venta, pues conforme al contrato celebrado, dicho precio 

se encontraba sujeto al establecido por el representante de la marca en el Perú, 

en el caso en concreto, Hyundai (Gildemeister); y, ;  

 

(ii) El representante oficial de la marca HYUNDAI era Gildemeister, quien cotizó el 

vehículo que pretendía adquirir (NEW ELANTRA), por lo que, en atención a lo 

previsto en el contrato celebrado con Pandero, no existía justificación para 

ofrecerle el mismo a un precio mayor al cotizado por el representante oficial de la 

marca en el Perú.  

 

De conformidad con lo señalado en el artículo 120º de la Ley N° 27444 – Ley del 

Procedimiento Administrativo General, la facultad de contradicción administrativa refiere 

que frente a un acto que supone que viola, afecta, desconoce o lesiona un derecho o un 

interés legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa en la forma prevista 

en esta Ley, para que sea revocado, modificado, anulado o sean suspendidos sus 

efectos.  

 

Es así que, el recurso de apelación, como medio impugnatorio, se interpondrá cuando 

la impugnación se sustente en diferente interpretación de las pruebas producidas o 



cuando se trate de cuestiones de puro derecho, debiendo dirigirse a la misma autoridad 

que expidió el acto que se impugna para que eleve lo actuado al superior jerárquico. 

 

Con fecha 31 de enero de 2018, la señora Pumayali presentó en calidad de medio 

probatorio una copia de la página web de Hyundai y una copia de un correo electrónico 

remitido por un consultor de venta de Gildemeister, con la finalidad de acreditar que 

dicho proveedor era el representante oficial de la marca Hyundai en el Perú, por lo que 

Pandero debió tener en cuenta el precio cotizado por este último; ello, en atención a su 

cláusula 6.7 del contrato celebrado. 

 

Por escrito de fecha 19 de febrero de 2018, Pandero absolvió el escrito de apelación 

presentado por la señora Pumayali, manifestando que: (i) El proveedor del vehículo, 

según el contrato celebrado con la señora Pumayali, era su representada, por lo que se 

encontraba facultada de fijar el precio final de venta del vehículo que pretendía adquirir 

la denunciante; ello, teniendo en cuenta la lista oficial de precios proporcionada por el 

representante oficial de la marca en el Perú; (ii) La representante de la marca Hyundai 

en el Perú era la empresa Gildemeister; sin embargo, su empresa era quien 

comercializaba los vehículos a sus asociados, por lo que era quien establecía el precio 

final de venta; y, (iii) cumplió con informar a la denunciante sobre su facultad de 

establecer el precio final de venta, por lo que no habría incurrido en una falta de 

idoneidad al brindar su servicio. 

 

En la medida que la señora Pumayali no apeló el extremo de la Resolución Final N° 

2500-2017/CC1 que declaró infundada la denuncia por la falta de atención a su solicitud 

formulada el 10 de junio de 2016, el mismo ha quedado consentido. Cabe señalar que 

en este procedimiento recursal se pronuncia sobre todo lo cuestionado, caso contrario, 

el extremo no impugnado quedará firme. 

 
Resolución N° 1569-2018/SPC-INDECOPI, del Tribunal de Defensa de la 
Competencia y de la Propiedad Intelectual: 
Con fecha 25 de junio de 2018, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del 

Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual emitió la 

Resolución N° 1569-2018/SPC-INDECOPI, en donde resolvió REVOCAR la Resolución 

N° 2500-2017/CC1, de fecha 15 de septiembre de 2017, emitida por la Comisión de 

Protección al Consumidor N° 1, en el extremo que declaró infundada la denuncia 

interpuesta contra Pandero S.A. EAFC por infracción de los artículos 18° y 19° del 



Código de Protección y Defensa del Consumidor; y, en consecuencia, DECLARÓ 
FUNDADA la denuncia, al haberse acreditado que el proveedor denunciado valorizó el 

vehículo de la marca Hyundai, modelo NEW ELANTRA solicitado por la denunciante a 

un precio mayor al cotizado por el representante oficial de la marca en el Perú.  

 

Dentro de la misma línea, SANCIONÓ a Pandero S.A. EAFC con una multa de 3 UIT 

por infracción de los artículos 18° y 19° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor. Así, también ordeno a Pandero S.A. EAFC, en calidad de medida 

correctiva, que en el plazo de cinco (5) días hábiles, cumpla con valorizar el vehículo 

solicitado por la señora Gloria Pumayali Ormeño denunciante, teniendo en cuenta el 

precio establecido por el representante oficial de la marca Hyundai en el Perú, ello en 

atención a la adjudicación otorgada a la denunciante. Por último, CONDENÓ a Pandero 

S.A. EAFC al pago de las costas y costos del procedimiento. 

 

De conformidad con lo establecido por el artículo 120° de la Ley de Procedimiento 

Administrativo General, las facultades que tienen los administrados respecto de la 

emisión de actos administrativos es poder contradecirlos con la finalidad que estos sean 

revocados nos referimos a una revocación a solicitud de un administrado a diferencia 

de la revocación establecida en el artículo 214° del mismo cuerpo normativo.  

 

Es así, para el caso en concreto, la autoridad administrativa resuelve revocar la 

resolución emitida por la Comisión de Protección al Consumidor por lo que la vía 

administrativa se agota teniendo el administrado expedito su derecho para acudir al 

órgano jurisdiccional, específicamente, el Proceso Contencioso Administrativo, el cual 

tiene como finalidad controlar las actuaciones de la administración el cual comprende 

los actos administrativos.    

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 
 

• CUESTIONES MATERIALES: 
 
1. Si se ha vulnerado el deber de idoneidad debido a la no correspondencia 

entre la cotización realizada por Gildemeister y Pandero. 
 
IDENTIFICACIÓN: 
En el presente procedimiento la denunciante sostiene que se apersonó a las 

instalaciones de la empresa Gildemeister, proveedora de vehículos de la empresa 

Pandero, con la finalidad de solicitar el costo del vehículo Elantra versión New 

Elantra AD GL 1.6 AT FULL, teniendo como respuesta, mediante cotización N° 

1585457, que el precio asciende a USD 20,990.00. 

 

Por su parte, Pandero, mediante los descargos formulados, alega que el 

proveedor del vehículo es el mismo y el precio del vehículo es fijado por su 

representante, mas no por la empresa Gildemeister. De tal manera, Pandero 

afirma que el precio del vehículo solicitado por la denunciante asciende a USD 

21,800.00, es decir, un precio mayor. 

 

ANÁLISIS 
Como se puede observar, aparentemente se habría vulnerado el deber de 

idoneidad, el cual consiste en “la correspondencia entre lo que un consumidor 

espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, 

la publicidad e información transmitida, las condiciones y circunstancias de la 

transacción, las características y naturaleza del producto o servicio, el precio, 

entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. El deber de 



idoneidad consiste en entregar el producto o brindar el servicio en función de lo 

que espera recibir el consumidor razonable, quien espera lo que sabe del 

producto, en base a la información que tenía disponible. Y si el proveedor no 

entrega el producto con las mismas características a las señaladas, este tendría 

la responsabilidad de dicha satisfacción del consumidor, debido a que no brindó 

la información suficiente o brindó información falsa. Por tanto, en el análisis de 

idoneidad corresponderá observar si el consumidor recibió lo que se esperaba 

sobre la base de lo que se le informó” (Carbonell 2015, Pág. 142). 

 

Al respecto, cabe precisar que la Comisión se pronunció declarando infundada la 

denuncia planteada por la denunciante en la medida que no se encuentra 

facultada para evaluar la política de precios que decida adoptar una empresa. De 

manera distinta, la Sala declaró fundada la denuncia en el extremo que la 

empresa Pandero valorizó el precio del vehículo a pesar que la valorización ya 

había sido cotizada por el representante oficial de la marca del vehículo en el 

Perú, es decir, Gildemeister. 

 

Se verifica que la Comisión enfoca de una indebida manera la controversia en el 

presente procedimiento toda vez que la denunciante no ha cuestionado la política 

de precios adoptada por la empresa Pandero, sino por haber efectuado una 

valorización del precio del vehículo que no corresponde con la cotización 

efectuada por la empresa Gildemeister, quien es representante de la marca oficial 

del vehículo pretendido de adquirir, aspecto analizado debidamente por la Sala. 

 

Por ello, a efectos de dilucidar la controversia en el extremo previamente 

expuesto, resulta necesario recurrir al Contrato suscrito entre la denunciante y 

Pandero que los vincula a efectos del presente conflicto. Así cabe resaltar lo 

siguiente: 

 

Las relaciones de consumo son derivadas de fuentes contractuales y 

extracontractuales, así por ejemplo una persona concurre a un lugar de 

comidas y se intoxica, luego por la investigación sanitaria-alimenticia, se 

determina que la sustancia causal es un ingrediente que adquirió el dueño 

del lugar en el supermercado X, de la marca Y, y que fue introducido al país 

por el importador G y fabricado en Venezuela por la empresa W. Esta 

cadena de causalidad (en realidad es un segmento causal) integra la 



relación de consumo, pero algunas de ellas respecto del intoxicado, no son 

contractuales. Sin embargo, al integrar la relación de consumo, podría el 

intoxicado accionar, respecto de la casa de comida por vía contractual y 

respecto de la cadena extracontractual. (Ghersi, 2008, pág. 18).  

 

Ello sin perjuicio de precisar que en el presente caso el vínculo es netamente 

contractual. 

 

Verificándose el referido Contrato, se determinará quién está facultado a asignar 

el precio del vehículo solicitado por el beneficiario y con ello se verificará 

oportunamente si se configuró o no la vulneración del deber de idoneidad. 

Asimismo, tener en consideración la acreditación de los hechos alegados por las 

partes en controversia. 

2. Si Pandero ha vulnerado el deber de idoneidad al no haber emitido 
respuesta de la Carta cursada por la denunciante. 
 

IDENTIFICACIÓN 
La denunciante sostiene que ha cursado a la empresa Pandero la Carta Notarial 

N° 055144-1-14 de fecha 10 de junio de 2016; sin embargo, Pandero no ha 

procedido con contestar la referida carta. 

 

El denunciado, Pandero, afirma que la Carta cursada por la denunciante fue 

recepcionada el 13 de junio de 2014 y atendida inmediatamente. Pandero 

contestó la referida Carta de la denunciante mediante Carta Notarial N° 75422 de 

fecha 21 de junio de 2016. 

 

ANÁLISIS 
Se verifica la existencia de la controversia entre la denunciante y Pandero en la 

medida que los argumentos expuestos son contrarios. Ahora bien, si la 

denunciante ha cursado la Carta mencionada y Pandero no se ha pronunciado 

sobre la misma, se habría vulnerado el deber de idoneidad; sin embargo, si 

Pandero se pronunció respecto de la Carta cursada por la denunciante, entonces 

no se configuró la infracción al deber de idoneidad. 

 

Asimismo, resulta necesario tomar en cuenta que dentro de los alcances 

probatorios “el consumidor tiene la carga de probar la existencia del defecto 



alegado en el bien o servicio y, una vez acreditado ello, se invierte la carga 

probatoria sobre el proveedor, quien debe acreditar que no es responsable por el 

referido defecto. Este criterio se sustenta en que es el consumidor quien está en 

posesión del bien o ha gozado del servicio prestado por el proveedor quien puede 

probar la existencia del defecto alegado en el bien o servicio. Sin embargo, es el 

proveedor, quien cuenta con información sobre el proceso productivo, quien 

puede acreditar que el defecto no se debe a problemas en los procesos de 

fabricación, distribución o comercialización del bien o servicio” (Tito y Puell, 2009, 

pág. 38). 

 

Para clarificar los hechos expuestos previamente, resulta pertinente analizar la 

Carta Notarial N° 055144-1-14 de fecha 10 de junio de 2016 y la Carta Notarial 

N° 75422 de fecha 21 de junio de 2016. 

 

3. Si corresponde otorgar medidas correctivas. 
 
IDENTIFICACIÓN 
La Comisión declaró infundada la denuncia en el extremo que no corresponde 

otorgar medidas correctivas a favor de la denunciante toda vez que no se habrían 

configurado perjuicios contra la misma. 

 

Por el contrario, la Sala se pronunció declarando fundada la solicitud de medidas 

correctivas en el extremo que sí verificó la vulneración del deber de idoneidad en 

cuanto al sujeto facultado para la cotización del precio. 

 

ANÁLISIS 
Al respecto, la doctrina es unánime en manifestar que “la medida correctiva no 

posee una naturaleza sancionadora, dado que le es ajena la finalidad aflictiva. 

Sin embargo, en la práctica la delimitación de ambas figuras jurídicas puede ser 

confusa, ya que en muchas ocasiones un mismo acto de gravamen, como por 

ejemplo el comiso de bienes, la clausura de instalaciones o establecimientos, 

suspensión de actividades, pueden ser aplicadas sobre un administrado como 

sanción, como medidas correctivas, como medida provisional o como medida de 

seguridad, según sea el contexto y la finalidad perseguida” (Rodríguez, 2011, 

pág. 113). 

 



En el presente caso, la controversia en cuanto a fijar o no las medidas correctivas 

dependen del perjuicio económico directo e inmediato que padece el consumidor 

como consecuencia de los actos del proveedor. 

 

Para pronunciarnos al respecto, tenemos con condición necesaria la resolución 

de los acápites anteriormente expuestos. 

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 
 
1. Si la Comisión N° 02 se encontraba facultada a resolver la presente 

controversia. 
 
IDENTIFICACIÓN 

Mediante Resolución N° 01, el Secretario Técnico de la Comisión de Protección 

al Consumidor N° 02 admite a trámite la denuncia formulada por la denunciante 

contra Pandero. 

 

Al respecto, mediante Resolución Final N° 293-2017/CC2, la Comisión N° 02 

declina su competencia respecto de la presente controversia y remite el 

expediente a la Comisión de Protección al Consumidor N° 01.  

 

ANÁLISIS 

Iniciando el procedimiento, la Comisión N° 02 se calificó como competente para 

resolver la presente causa; sin embargo, posteriormente, la misma Comisión se 

declaró incompetente para pronunciarse respecto del conflicto suscitado en la 

presente controversia. Situación que generó dilación para la resolución de la 

controversia sostenida entre la denunciante y Pandero. 

 

El presente procedimiento es uno de carácter administrativo sancionador con 

características del trilateral, toda vez que funciona como “instrumento para 

canalizar la acción punitiva del Estado frente al incumplimiento de las 

obligaciones establecidas para los proveedores de bienes o servicios en el 

Código de Consumo, y también para el control que sobre estos es exigible en 

cuanto al respeto de los derechos de los consumidores, conforme al mandato 

constitucional establecido en el artículo 65 de nuestra Constitución Política y que 

implica un deber especial de protección de parte del Estado a los derechos de los 



consumidores. En este sentido, el artículo 107 del Código de Consumo señala en 

forma expresa que, independientemente de la forma de inicio del procedimiento, 

este es un procedimiento sancionador. El procedimiento sancionador 

administrativo en materia de protección al consumidor puede ser iniciado de oficio 

o de parte, ya sea por iniciativa de la autoridad, por denuncia del consumidor 

afectado, de aquel que pudiera verse potencialmente afectado o por iniciativa de 

una asociación de consumidores” (Peláez, 2014, Pág. 219). 

 

Para determinar la correspondencia de la competencia o incompetencia de la 

Comisión N° 02 para resolver la presente controversia resulta necesario 

remitirnos a la Resolución de la Presidencia del Consejo Directivo del Indecopi 

N° 027-2013-INDECOPI/COD, toda vez que constituye la normativa que regula 

la competencia atribuible a la Comisión N° 01 y a la Comisión N° 02. 

 
2. Si corresponde declarar improcedente el recurso de apelación en el extremo 

referido a la supuesta falta de atención de la Carta cursada por la 
denunciante a Pandero. 
 
IDENTIFICACIÓN 
Mediante Resolución N° 04 de fecha 21 de noviembre de 2017, la Comisión N° 

01 admitió a trámite el recurso de apelación interpuesto por la denunciante en el 

extremo referido en su escrito de apelación. 

 

Al respecto, la Sala, en el considerando 23, declaró la improcedencia de la 

apelación en el extremo de la supuesta no contestación de la Carta cursada por 

la denunciante a Pandero y, en consecuencia, la nulidad parcial de la Resolución 

N° 04 en el mismo extremo, debido a que la denunciante, en el recurso de 

apelación, no habría argumentado en cuanto al error de derecho o de hecho 

sobre la resolución de la Comisión. 

 

ANÁLISIS 
El recurso de apelación es un “típico recurso jerárquico o de alzada que se 

interpondrá, en primer lugar, cuando la impugnación se sustente en diferente 

interpretación de las pruebas producidas o cuando se trate de cuestiones de puro 

derecho, razón por la cual no admite la presentación de nueva prueba. Asimismo, 

debe dirigirse a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que 



la misma eleve lo actuado al superior jerárquico, si es que éste existe. Lo antes 

indicado implica, en primer lugar, que el recurso de apelación es el medio 

impugnatorio por excelencia, considerado como un recurso ordinario por la 

doctrina comparada” (Guzmán, 2011, Pág. 749). 

 

En razón de lo anteriormente expuesto, se verifica un problema en cuanto a la 

resolución de la Comisión y en cuanto al considerando de la Sala toda vez que la 

primera acepta un recurso de apelación en su totalidad y la segunda declara la 

improcedencia de la totalidad del referido recurso mas sí admite parcialmente el 

mismo: en cuanto a la no correspondencia del valor del vehículo mediante la 

cotización de Gildemeister y la valorización de Pandero. 

 

Para dilucidar la presente controversia resulta necesario tener en consideración 

el escrito del recurso de apelación, la resolución N° 04 y los argumentos 

expuestos por la Sala en los considerandos pertinentes. Con ello se verificará si 

se formuló apelación en el extremo referido a la contestación de la Carta, si la 

denunciante cumplió con los argumentos del error de hecho o de derecho y si la 

resolución de la Comisión admitió a trámite el recurso de apelación en el referido 

extremo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y LOS 
PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
IDENTIFICADOS. 

 

• CUESTIONES MATERIALES: 
 
1. Si se ha vulnerado el deber de idoneidad debido a la no correspondencia 

entre la cotización realizada por Gildemeister y Pandero. 
 
El primer párrafo del artículo 18° y la disposición del artículo 19° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor prescriben lo siguiente: 

 

“Artículo 18.- Idoneidad 
Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un 

consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que 

se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las 

condiciones y circunstancias de la transacción, las características y 

naturaleza del productos o servicio, el precio, entre otros factores, 

atendiendo a las circunstancias del caso (…) 

 

Artículo 19.- Obligación de los proveedores 



El proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y 

servicios ofrecidos, por la autenticidad de las marcas y leyendas que 

exhiben sus productos o del signo que respalda al prestador del 

servicio, por la falta de conformidad entre la publicidad comercial de 

los productos y servicios y éstos, así como por el contenido y la vida 

útil del producto indicado en el envase, en lo que corresponda”. 

 

En el presente caso, existe discrepancia entre lo alegado por la denunciante y 

Pandero, por tanto, resulta necesario también tener en consideración la 

regulación pertinente del Contrato a efectos de verificar cuál es de las 

alegaciones corresponde. 

 
Al respecto, el segundo párrafo del numeral 7 de la cláusula 6 “Trámite del 
Certificado de Compra” del Contrato, disciplina lo siguiente: 

 

“(…) 

El precio de los vehículos que distribuye Pandero es de acuerdo a la 

lista oficial de venta al público que fija el representante oficial de la 

marca de vehículo en el Perú, y pueden variar en cualquier momento 

sin previo aviso. El asociado conoce y acepta que los vehículos se 

encuentran sujetos a la variación de precios que disponga el 

representante oficial de la marca en el Perú”. 

 

El Contrato suscrito entre la denunciante y Pandero disciplina expresamente que 

el precio del vehículo corresponderá al precio fijado en la lista oficial de venta al 

público que ha consignado por el representante oficial de la marca del vehículo 

en el Perú. 

 

De esa manera, Pandero responde por la idoneidad del servicio que presta a la 

denunciante en la medida que Pandero debe cumplir con lo dispuesto en el 

Contrato a favor de la denunciante, es decir, debe aceptar que el precio del 

vehículo debe ser fijado por el representante oficial de la marca del vehículo en 

el Perú. 

 

En el presente caso el vehículo con características: Elantra versión New Elantra 

AD GL 1.6 AT FULL, elegido por la denunciante corresponde a la empresa 



Gildemeister, siendo la facultada para fijar el precio. Al respecto, mediante 

Cotización N° 1585457 (que obra en el folio 13 del expediente), solicitada por la 

denunciante a Gildemeister, se verifica que el precio por el referido vehículo 

asciende a USD 20,990.00. 

 

No obstante, cuando la denunciante solicitó a Pandero la valorización del mismo 

vehículo, este último, mediante correo electrónico (que obra en el folio 18 del 

expediente), precisó que el Precio de Lista (entiéndase de la lista oficial) asciende 

USD 23,490.00 y que el Precio Pandero asciende a USD 21,800.00, siendo 

ambos superiores y por ello mismo diferentes al precio asignado por el 

representante oficial de la marca del vehículo en el Perú, es decir, de 

Gildemeister. 

 

Como se puede observar, Pandero no está actuando conforme lo ofreció en el 

Contrato, pues, está fijando, asignando un precio diferente y superior al precio 

que ha sido asignado por Gildemeister sobre el vehículo que pretende adquirir la 

denunciante. Por tanto, Pandero asume la responsabilidad de la vulneración del 

deber de idoneidad en la presente controversia, pues, la ha vulnerado. 

 

2. Si Pandero ha vulnerado el deber de idoneidad al no haber emitido 
respuesta de la Carta cursada por la denunciante. 
 

El deber de idoneidad no está referida únicamente a las circunstancias principales 

del vínculo sostenido entre el consumidor y el proveedor, sino también a las 

accesorias en la medida que resulten relevantes para satisfacer los intereses del 

consumidor. 

 

Para el presente aspecto de la controversia debemos entender a la idoneidad 

como la correspondencia que debe existir entre lo que espera el consumidor en 

cuanto a la naturaleza del servicio, pues, debiendo la denunciante solicitar el 

vehículo que pretende adquirir y la información relativa al mismo, Pandero deberá 

absolver las consultas formuladas. 

 

Al respecto, la denunciante cursa la Carta Notarial N° 055144-1-14 de fecha 10 

de junio de 2016 (que obra en el folio 17 del expediente); y, por su parte, Pandero 



responde la referida Carta Notarial mediante la Carta Notarial N° 75422 (que obra 

en el folio 73 del expediente). 

 

Por tanto, Pandero no ha vulnerado el deber de idoneidad en el presente extremo 

toda vez que la Carta Notarial cursada por la denunciante ha sido respondida por 

Pandero mediante otra Carta Notarial. 

 

3. Si corresponde otorgar medidas correctivas. 
 

En relación a la medida correctiva solicitada por la denunciante debemos 

considerar lo disciplinado en los artículos 114°, 115° y 116° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, que prescriben lo siguiente: 

 

“Artículo 114.- Medidas correctivas 
Sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda al 

proveedor por una infracción al presente Código, el Indecopi puede 

dictar, en calidad de mandato, medidas correctivas reparadoras y 

complementarias. 

(…) 

 
Artículo 115.- Medidas correctivas reparadoras 
Las medidas correctivas reparadoras tienen el objeto de resarcir las 

consecuencias patrimoniales directas e inmediatas ocasionadas al 

consumidor por la infracción administrativa a su estado anterior. 

(…) 

 

Artículo 116.- Medidas correctivas complementarias 
Las medidas correctivas complementarias tienen el objeto de revertir 

los efectos de la conducta infractora o evitar que esta se produzca 

nuevamente en el futuro (…)”. 

 

En el presente caso se ha configurado una infracción al Deber de Idoneidad del 

Proveedor por parte de Pandero, razón por la cual, sin perjuicio de ser sancionado 

administrativamente, corresponde la imputación de medidas correctivas con el 

objetivo de poder satisfacer el interés de la denunciante. 

 



Ahora bien, la denunciante no ha sufrido un perjuicio patrimonial directo e 

inmediato por la infracción administrativa cometida por Pandero; sin embargo, la 

denunciante sí requiere que Pandero cumpla con lo ofrecido en el Contrato: 

asignar el valor del vehículo de su preferencia conforme al precio asignado en la 

lista oficial de la empresa proveedora (Gildemeister). 

 

Por tanto, corresponde imponer medidas correctivas complementarias a Pandero 

de tal manera que asigne el precio al vehículo solicitado por la denunciante 

conforme a la lista oficial de Gildemeister. 

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 
 

1. Si la Comisión N° 02 se encontraba facultada a resolver la presente 
controversia. 
 
La competencia de las Comisiones de Protección al Consumidor, con fecha 05 de 

febrero de 2013, han sido establecidas en el artículo 1 de la Resolución de la 

Presidencia del Consejo Directivo del Indecopi N° 027-2013-INDECOPI/COD, que 

regula lo siguiente: 

 

“Artículo 1.- 
Aprobar la división temática de la competencia resolutiva de las 

Comisiones de Protección al Consumidor N° 1 y N° 2 de la Sede 

Central, con eficacia al 13 de febrero del presente año, la misma que 

queda establecida de la siguiente manera: 

• Comisión de Protección al Consumidor N° 1 

Procedimientos e investigaciones que versen sobre: 

(i) Servicios bancarios y financieros, (ii) mercados de valores en 

tanto se refiera a inversiones que califican como consumidores, 

(iii) sistema de pensiones, (iv) planes de salud, (v) servicios de 

salud humana; y, (vi) seguros incluido el Seguro obligatorio por 

Accidentes de Tránsito (SOAT) y Certificado contra Accidentes de 

Tránsito (CAT) 

• Comisión de Protección al Consumidor N° 2 

Procedimientos e investigaciones en materia de Protección al 

Consumidor que contemplen los demás segmentos económicos 



que no sean de competencia de la Comisión de Protección al 

Consumidor N° 1”. 

 

Al respecto, el Contrato suscrito entre la denunciante y Pandero tiene como objeto 

la Administración de Fondos y servicios que beneficiarán a los sujetos que se 

asocian con Pandero mediante los Sistemas de Fondos Colectivos, es decir, 

Pandero brinda un servicio financiero; por tanto, corresponde que la Comisión N° 

1 proceda a resolver la presente controversia toda vez que la Comisión N° 2 no 

tiene competencia para el conflicto materia de análisis, pues actúa 

supletoriamente a la primera. 

 

2. Si corresponde declarar improcedente el recurso de apelación en el extremo 
referido a la supuesta falta de atención de la Carta cursada por la 
denunciante a Pandero 
 

Para pronunciarnos al respecto, debemos tener en cuenta que en primera 

instancia se declaró infundado todas las pretensiones de la denunciante, razón 

por la cual interpuso recurso de apelación. 

 

Ahora bien, de la revisión del escrito del recurso de apelación se verifica que la 

denunciante únicamente impugnó el extremo referido a la valorización del vehículo 

asignada por Pandero sin tener en consideración el precio que figura en la lista 

oficial de la marca del vehículo pretendido, mas no apela en el extremo de la 

supuesta no respuesta a la Carta Notarial. 

 

La denunciante formula el recurso de apelación en virtud de la identificación del 

error de hecho y de derecho cometido por la Comisión N° 1 sobre el extremo 

señalado en el párrafo anterior. Razón por la cual, mediante Resolución N° 04 de 

la Comisión se admite a trámite el recurso de apelación. 

 

Sin embargo, la Sala, entre los considerandos 20 y 23, asume que la Resolución 

N° 04 habría admitido el recurso de apelación de la denunciante por haberse 

declarado infundada la segunda pretensión: supuesta no respuesta a la Carta 

Notarial, lo cierto es que la Comisión, mediante Resolución N° 04, no admitió a 

trámite la apelación en el referido extremo toda vez que la denunciante no apeló 

en ese sentido. 



 

Por tanto, se ha verificado que los considerandos 20, 21, 22 y 23 no tienen objeto 

de pronunciamiento en la resolución de segunda instancia, pues, la denunciante 

no ha impugnado en ese sentido y mucho menos la Comisión N° 1 admitió a 

trámite la apelación en ese sentido. 

 

 

 

 

 

 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 
 
1. Resolución Final N° 293-2017/CC2. 

 
1.1 Incompetencia de la Comisión N° 2. 

 
El desarrollo de presente procedimiento se debe a la admisión a trámite 

de la Comisión N° 2 de la denuncia formulada por la denunciante, 

mediante Resolución N° 01. Posterior a ello, la Comisión N° 2 declaró su 

incompetencia sobre la presente materia toda vez que al contrastar 

normativamente el artículo 1 de la Resolución de la Presidencia del 

Consejo Directivo del Indecopi N° 027-2013-INDECOPI/COD verificó que 

no contaba con competencias para pronunciarse al respecto, pues su 

participación califica como supletoria a la competencia que tiene la 

Comisión N° 1. 

 

En ese sentido, al declinar la Comisión N° 2 su competencia y 

habiéndose efectuado normativamente, no habría actuado contrario a 

derecho. 

 

No obstante, sí se genera un perjuicio, no siendo un perjuicio normativo, 

sino fáctico, toda vez que los derechos de la denunciante fueron 

declarados con un tiempo mayor al estimado, debido a que la decisión 

de la Comisión N° 2 implicaba trasladar todas las actuaciones a la 



Comisión N° 1 para que así pueda tomar conocimiento de la controversia 

y pronunciarse oportunamente. 

 

2. Resolución Final N° 2500-2017/CC1. 
 
2.1 Infracción al deber de idoneidad: valorización efectuada por parte 

del sujeto no facultado. 
 
La Comisión de Protección al Consumidor N° 1 declara infundada la 

denuncia en el extremo que el exceso del costo del vehículo no puede 

ser materia de pronunciamiento en tanto la autoridad administrativa 

carece de competencia para evaluar la política de precios que decida 

adoptar una determinada empresa. 

 

La mencionada Comisión ha comprendido que Pandero ha dispuesto un 

precio determinado al vehículo de acuerdo a sus intereses particulares 

razón por la cual la administración pública no puede intervenir. Resulta 

cierto que la administración pública no puede intervenir en la regulación 

de precios de los ofertantes, pues, nuestra economía se caracteriza por 

ser una economía social de mercado conforme lo prescribe el artículo 58° 

de la Constitución, mediante la cual los particulares (entiéndase 

ofertantes y demandantes) fijan los precios de los productos y el Estado 

ingresará a regular los precios subsidiariamente en supuestos 

excepciones. Cabe precisar que este conflicto no califica como un 

escenario en el cual corresponda al Estado ingresa a regular precios. 

 

Cabe tener en consideración que en cuanto a la economía social de 

mercado “es difícil saber a ciencia cierta si el mercado está funcionando 

o no y en ese ejercicio no se debe desproteger al consumidor. Esto es 

aún más peligroso en economías de mercado imperfectas e incipientes 

como la nuestra, en donde los agentes del mercado se conducen 

atípicamente, donde la información a la que pueden acceder los 

consumidores es escasa y los proveedores se hallan acosados por un 

Estado que cambia las reglas de juego” (Gutiérrez, 2004, pág. 112). Por 

ello mismo, sin desproteger a los consumidores se debe hacer 

resguardar los intereses de las empresas de modo que el Estado no 



puede entrar a regular directamente a los privados si no se ha generado 

una condición excepcional. 

 

No obstante, la denunciante no ha pretendido que la Comisión N° 1 

ordene a Pandero respetar el precio del vehículo por haberse presentado 

un supuesto excepcional, sino que la denunciante pretende que la 

Comisión N° 1 ordene a Pandero a respetar las disposiciones contenidas 

en el Contrato, es decir, que Pandero consigne el precio del vehículo 

solicitado por la denunciante conforme al precio fijado en la lista oficial 

del representante oficial de la marca del vehículo en el Perú. 

 

Sobre el presente punto de análisis, se concluye que la Comisión N° 1 ha 

considerado hechos no alegados por la denunciante e invocado 

incorrectamente el dispositivo normativo adecuado, teniendo como 

consecuencia un fallo incorrecto declarando infundada la denuncia. 

 

2.2 Infracción al deber de idoneidad: supuesta carta no contestada. 
 
La denunciante sostiene haber cursado una Carta Notarial a Pandero, 

agregando que la misma no ha sido contestada por ese último. Por su 

lado, Pandero afirma haber contestado la Carta Notarial cursada por la 

denunciante mediante otra Carta Notarial. 

 

Al respecto, debidamente, la Comisión N° 1, ha verificado los medios 

probatorios y confirmado tanto que la denunciante cursó carta notarial a 

Pandero como que este último contestó la misma a la denunciante. 

Razón por la cual habría identificado que no se configuró una vulneración 

al deber de idoneidad. 

 

Ahora bien, la garantía que ha salvaguardado Pandero en este extremo, 

al contestar la Carta Notarial de la denunciante, es la garantía implícita, 

conforme al numeral c) del artículo 20 del Código de Protección y 

Defensa del Consumidor toda vez que la acción de contestar la referida 

Carta Notarial no es una obligación plasmada en el Contrato ni se 

encuentra regulada normativamente a favor de la denunciante, es decir, 

no califica como garantía explícita ni garantía legal, respectivamente. Por 



el contrario, la garantía salvaguardada por Pandero se desprende de los 

usos y costumbres de la prestación de servicios. 

 
3. Resolución N° 1569-2018/SPC-INDECOPI 

 
3.1 Improcedencia del recurso de apelación respecto de la supuesta 

carta no contestada. 
 
En los considerandos de la resolución, mas no en la parte resolutiva, la 

Sala ha declarado improcedente el recurso de apelación de la 

denunciante en el extremo referido a que Pandero no habría respondido 

la carta notarial cursada por la denunciante. 

 

Para tal efecto, la Sala ha considerado que la Resolución N° 04, por la 

cual se admite a trámite el recurso de apelación, habría admitido a trámite 

la apelación en el extremo referido a que Pandero no habría respondido 

la carta notarial cursada por la denunciante. 

 

Para ello, el escrito del recurso de apelación debería contener 

identificados los errores de hecho y de derecho; sin embargo, de la 

revisión del referido escrito, no se ha verificado que la denunciante ha 

pretendido apelar la Resolución Final de la Comisión N° 1 ni mucho 

menos ha indicado, por la misma razón, los errores de hecho y de 

derecho sobre el mencionado extremo de la apelación. 

 

En consecuencia, no tiene objeto que la Sala haya declarado 

improcedente el recurso de apelación en ese extremo y además que haya 

declarado la nulidad parcial de la Resolución N° 04. 

 
3.2 Infracción al deber de idoneidad: valorización efectuada por parte 

del sujeto no facultado. 
 
A diferencia de la Resolución Final expedida por la Comisión N° 1, la Sala 

ha verificado con precisión la controversia surgida entre la denunciante y 

Pandero. 

 



En buena cuenta, la denunciante denuncia que Pandero no estaría 

respetando las disposiciones contractuales contenidas en el Contrato 

suscrito entre ambas partes, todas veces que estaría fijando el precio del 

vehículo pretendido por la denunciante y no consignar el precio del 

vehículo que ya se encuentra fijado en la lista oficial de la empresa 

Gildemeister, quien es la distribuidora oficial de la marca del vehículo 

pretendida por la denunciante en el Perú. 

 

La Sala realiza la revisión de las estipulaciones contractuales y verifica 

claramente que el Contrato ordena que el valor en dinero del vehículo 

pretendido por un asociado será de acuerdo al precio fijado en la lista 

oficial del representante de la empresa dueña de la marca del vehículo 

en el Perú. 

 

En virtud a ello, la Resolución Final de la Sala ha determinado que 

Pandero debe consignar el precio del vehículo solicitado por la 

denunciante conforme al precio asignado en la lista oficial de la empresa 

Gildemeister, pues, así lo acordaron contractualmente. 

 

3.3 Medida correctiva complementaria. 
 
Habiéndose verificado que Pandero ha infringido el deber de idoneidad 

contra la denunciante en la medida que fijó el precio sin considerar los 

dispuesto en el contrato, pues, debía consignar el precio de acuerdo a la 

lista oficial de Gildemeister, corresponde revertir tal situación. 

 

Al respecto, la denunciante no ha sufrido un daño patrimonial directo e 

inmediato, sino que ha tenido un conflicto con Pandero toda vez que este 

último no ha cumplido con lo prescrito en el Contrato. 

 

En ese sentido, no corresponde imponer medida correctiva reparadora 

contra Pandero, pues, no hay perjuicio económico con las características 

mencionadas; sin embargo, sí corresponde imponer medida correctiva 

complementaria, conforme al artículo 116° del Código, toda vez que la 

situación perjudicial para la denunciante debe revertirse. 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
IV. CONCLUSIONES 

 
- La Resolución N° 01 de la Comisión N° 2 ha sido efectuada sin tener en 

consideración la competencia que le corresponde a la referida Comisión, 

causando un perjuicio a la denunciante por la demora de la resolución de la 

controversia. 
- La Resolución Final de la Comisión N° 2 ha sido emitida de manera adecuada, 

pues ha declinado su competencia y remitido a la Comisión N° 1 el expediente 

ya que esta sí tiene competencia para pronunciarse sobre el conflicto. 

- La Resolución Final de la Comisión N° 1 no determinó con precisión los 

hechos materia de controversia en cuanto a la asignación del precio del 

vehículo pretendido por la denunciante. 
- La Comisión N° 1 sí verificó que la Carta Notarial cursada por la denunciante 

a Pandero fue contestada por este último, razón por la que no corresponde 

sancionar a Pandero en este extremo. 



- El recurso de apelación interpuesto por la denunciante no impugna la decisión 

de la Comisión N° 1 en el extremo referido a la no contestación de la Carta 

Notarial 

- La Resolución N° 04, por la cual la Comisión N° 1 admite a trámite el recurso 

de apelación de la denunciante no señala que se admite a trámite el recurso 

de apelación en cuanto a la no contestación de la Carta Notarial. 

- Los considerandos de la Sala que declaran improcedente el recurso de 

apelación y la nulidad parcial de la Resolución N° 04 referidas a la no 

contestación de la Carta Notarial no tienen objeto de pronunciamiento toda 

vez que ni en el recurso de apelación ni en la Resolución N° 04 se ha 

impugnado el referido extremo. 
- La Resolución Final de la Sala respecto de la infracción al deber de idoneidad 

de Pandero sobre el no cumplimiento de las estipulaciones del Contrato, 

cumplió con identificar debidamente los hechos materia de denuncia y 

dispuso sancionar debidamente a Pandero. 

- La medida correctiva complementaria impuesta a Pandero tiene asidero en la 

medida que la referida empresa no respetó la garantía explícita a favor de la 

denunciante. 

- El cumplimiento de la medida correctiva complementaria revertirá el perjuicio 

causado contra la denunciante en el presente caso. 
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